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El genocidio y los crímenes de lesa 
humanidad ante la nueva Corte Penal 
Internacional* 
Hernando Valencia Villa** 
Los crímenes contra el derecho internacional son cometidos por 
hombres, no por entidades abstractas, y sólo mediante el 
castigo de los individuos que cometen tales crímenes pueden 
hacerse efectivas las normas del derecho internacional.  
Sentencia del Tribunal de Nuremberg, 1o de octubre de 
1946 
El profesor Theodor Meron, de la Universidad de Nueva 
York, sin duda una de las primeras autoridades 
académicas del mundo en materia de derecho 
internacional humanitario, dice en su último libro que lo 
más importante del Estatuto de Roma, del 17 de julio de 
1998, por el cual se crea la Corte Penal Internacional de 
carácter permanente, son los artículos 6,7 y 8, sobre los 
delitos de competencia del nuevo tribunal1. Dichas 
normas se ocupan del genocidio, los crímenes de lesa 
humanidad y los crímenes de guerra, respectivamente, y 
están inspiradas en el artículo 6 del Acuerdo de 
Londres, del 8 de agosto de 1945, por el cual se 
estableció el Tribunal Militar Internacional de Nuremberg 
para el juzgamiento de los jerarcas de la dictadura 
hitleriana, poco después de terminar la Segunda Guerra 
Mundial. Este último precepto, por su parte, ha sido 
calificado de "monumento importantísimo de la 
civilización jurídica moderna" por el maestro Antonio 
Cassese, quien presidía hasta hace poco el Tribunal 
Penal Internacional para la antigua Yugoslavia, ''incluso 
si desmiente uno de los principios fundamentales de 
dicha civilización [...] según el cual nadie puede ser 
castigado por una acción que, en el momento de 
llevarse a cabo, no se consideraba como criminosa 
(nullum crimen sine lege)”2.  Las  
* Ponencia presentada en el Encuentro Iberoamericano sobre 
Justicia Penal Internacional, organizado por el Ministerio de 
Asuntos Exteriores de España, el Ilustre Colegio de Abogados de 
Madrid y el Centro de Estudios de Derecho Internacional 
Humanitario de la Cruz Roja Española en la Casa de América, en 
Madrid, los días 22 y 23 de mayo de 2000. 
** Ph.D. en Derecho de la Universidad de Yale, profesor visitante de 
Derecho Internacional Público en la Universidad Carlos III de 
Madrid. 
1 Theodor Meron, War crimes law comes of age: Essays, 
Oxford, Oxford University Press, 1998, pág. 305. 
2 Antonio Cassese, Los derechos humanos en el mundo 
contemporáneo, Barcelona, Editorial Ariel, 1993, pág. 97. A pesar de 
la polémica provocada por este quebrantamiento del principio de 
legalidad, la comunidad internacional de derechos humanos ha 
justificado ampliamente el proceso de Nuremberg por tres razones 
fundamentales: porque la punibilidad de las atrocidades imputables 
al régimen nazi estaba sustentada en el derecho natural y en el 
derecho consuetudinario; porque se trataba de evitar el mal mayor 
de la impunidad; y sobre todo porque la novedad radical de los 
crímenes del nazismo, y en especial el genocidio de los pueblos 
judío y gitano, exigía una respuesta judicial inédita. 
autorizadas opiniones del profesor estadounidense y 
del juez italiano permiten poner en perspectiva el fondo 
de la cuestión: la invención de la responsabilidad penal 
internacional del individuo por el llamado "derecho de 
Nuremberg"3 es la base de la novísima jurisdicción 
penal internacional en trance de instauración, que 
constituye en sí misma una hazaña de la razón 
democrática y humanitaria al concluir un siglo infame, 
en el cual la barbarie del hombre contra el hombre ha 
causado 187 millones de muertos y desaparecidos4. Y 
el establecimiento de esta justicia de la humanidad no 
sería posible sin la plena consagración normativa de 
los delicia iurís gentium o crímenes graves contra el 
derecho internacional público, que la doctrina agrupa 
hoy en tres categorías principales: crímenes de lesa 
humanidad o contra la humanidad, incluido el 
genocidio; crímenes de guerra o infracciones graves al 
derecho internacional humanitario; y crímenes contra 
la paz. Esta última categoría, que corresponde al 
enunciado genérico de "agresión", fue introducida por 
vez primera en el artículo 227 del Tratado de Versalles 
de 1919 y en el artículo 6 del Acuerdo de Londres de 
1945, y cae bajo la competencia de la nueva Corte 
porque aparece incluida en el artículo 5 del Estatuto de 
Roma junto al genocidio, los crímenes de lesa 
humanidad y los crímenes de guerra, pero carece de 
desarrollo típico o tipificación propiamente dicha y su 
regulación se ha diferido sine die, a través del 
dispendioso procedimiento de enmienda y revisión del 
instrumento, por lo cual puede suponerse que en el 
futuro previsible no habrá procesos internacionales por 
esta clase de crimen. Ello resulta tanto más paradójico 
cuanto que muchos de los testigos y comentaristas del 
juicio de Nuremberg coinciden en señalar que los 
fiscales y jueces aliados demostraron más celo en 
perseguir y sancionar el delito de agresión que el delito 
de genocidio y las demás atrocidades cometidas por 
los verdugos de Hitler contra las víctimas de la 
deportación y de los campos de concentración, de 
trabajo forzado y de exterminio. 
Aun cuando el proceso de ratificación del Estatuto 
de Roma apenas empieza5 y todavía no ha concluido 
la labor de 
3 Yves Ternon, El Estado criminal: los genocidios en el siglo 
XX, Barcelona, Editorial Península, 1995, pág. 32. 
4 Gerry J. Simpson, "War crimes; A critical introduction", en Timothy 
L H. MacCormack & Gerry J. Simpson (eds.), The law of war 
crimes: National and international approaches, The Hague, Kluwer 
Law International, 1997, pág. 21. 
5 Hasta mayo de 2000, el Estatuto de la Corte Penal Internacional 
ha sido suscrito por 96 estados y ratificado por 10 estados, a 
saber: Senegal, Trinidad y Tobago, San Marino, Italia, Fiji, Ghana, 
Noruega, Belice, Tayikistán e Islandia. El artículo 126 del 
instrumento exige la ratificación de sesenta estados para su 
entrada en vigor. 
la Comisión Preparatoria, encargada de preparar los 
Elementos de los Crímenes y las Reglas de 
Procedimiento y de Pruebas para la puesta en marcha 
del tribunal, parece conveniente glosar brevemente los 
artículos 6,7 y 8, que regulan la competencia ratione 
materiae de la Corte, para contribuir así al debate 
público sobre una de las grandes tareas de nuestro 
tiempo: la lucha democrática, por medio del derecho y 
de los derechos, contra la barbarie de los estados, 
contra-estados y para-estados que plagan la Tierra. 
Jurisdicción universal y jurisdicción internacional 
A resultas del fortalecimiento del derecho internacional 
de los derechos humanos y de los organismos 
intergubernamentales de protección (el sistema 
mundial o de las Naciones Unidas, el sistema de la 
Unión Europea y el sistema interamericano o de la 
OEA), de la consolidación de la comunidad de ONGs 
como nuevo actor internacional, y de la emergencia de 
un nuevo orden internacional aún confuso tras el fin de 
la Guerra Fría y el colapso del campo socialista, la 
soberanía punitiva de los Estados nacionales, hasta 
ahora in disputada a pesar de la injusticia y la 
impunidad rampantes, se enfrenta hoy al doble desafío 
de la jurisdicción universal y de la jurisdicción 
internacional. 
El principio de jurisdicción universal consiste en que 
cualquier Estado tiene autoridad judicial para perseguir, 
procesar y castigar a los individuos que resulten 
responsables de graves crímenes internacionales o 
contra el derecho internacional, incluso aquellos 
cometidos fuera de su jurisdicción territorial o sin 
relación alguna con la nacionalidad de los acusados o 
de las víctimas, puesto que tales delitos, por su 
atrocidad intrínseca, ofenden a la humanidad entera y 
desquician el orden público de la comunidad mundial. 
La más antigua formulación de este postulado se 
atribuye a Hugo Grocio, el jurista flamenco del siglo 
XVII, y se expresa en la fórmula latina aut dedere aut 
punire [o extraditar o castigar]. El fallido pero 
trascendental proceso de extradición del ex dictador 
chileno Augusto Pinochet, promovido por la justicia 
española ante la justicia británica, ha sido sin duda la 
mejor aplicación práctica del principio de jurisdicción 
universal en el campo de los derechos humanos 
durante la segunda mitad del siglo XX, desde el 
proceso del Estado de Israel contra Adolf Eichmann, el 
responsable logístico de "la Solución final de la 
cuestión judía", en 19616. Contra la opinión del Estado 
chileno y del 
 6 Hannah Arendt, Eichmann en Jerusalén: un estudio sobre la 
banalidad del mal, Barcelona, Editorial Lumen, 1999. 
propio acusado, no se trataba de que la ley española 
prevaleciera sobre la ley chilena o sobre la ley 
británica, sino de que la justicia de un Estado, en este 
caso España, con la voluntad y los medios para ello, 
se hiciera cargo, en nombre de las víctimas de la 
dictadura pinochetista y de toda la humanidad, de 
promover una causa penal que la justicia del Estado 
nacional del antiguo tirano no podía o no quería 
asumir. Tras la deplorable y dudosa decisión del 
ministro británico del Interior, Jack Straw, de liberar al 
ex dictador por razones médicas, que no 
humanitarias, la batalla judicial se ha desplazado a 
Chile, donde la lucha contra la impunidad. intenta 
llegar a un compromiso con la transición a la 
democracia. Pero el precedente está sentado: por 
primera vez desde los procesos resultantes del 
Holocausto, un tribunal nacional ha intentado 
establecer la responsabilidad penal internacional de 
un ex dictador acusado de miles de crímenes de lesa 
humanidad contra sus propios nacionales y contra 
ciudadanos de otros países, con el fin de hacer justicia 
a las víctimas de tales atrocidades y a sus familias, y 
convertir en realidad las promesas del derecho 
internacional de los derechos humanos. 
La valerosa gestión del juez Baltasar Garzón y de 
la Sala Penal de la Audiencia Nacional de Madrid 
contra Pinochet, que ahora parece enderezarse contra 
tres ex dictadores guatemaltecos y cinco de sus 
principales colaboradores militares y policiales, puede 
ser vista también como el anuncio de la nueva 
jurisdicción penal internacional en proceso de 
formación, la cual viene a responder de manera aún 
más eficaz al viejo anhelo de castigar a los verdugos 
de la humanidad ante un tribunal de la propia 
humanidad. Como consecuencia directa de los 
llamados Principios de Nuremberg, adoptados por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas mediante 
Resolución 95 (I) de 1946, y de los estatutos de los 
dos tribunales penales internacionales ad hoc para la 
antigua Yugoslavia y para Ruanda, creados por el 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 
mediante resoluciones 827 de 1993 y 955 de 1994, la 
Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de 
Roma aprobó en julio 17 de 1998 el Estatuto de la 
Corte Penal Internacional. Los artículos 1 y 25 de 
dicho Estatuto consagran la responsabilidad individual 
de toda persona acusada de la comisión de genocidio, 
crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y 
agresión, y permiten su persecución y juzgamiento por 
la nueva jurisdicción internacional si, y sólo si, la 
respectiva jurisdicción nacional no quiere o no puede 
hacerlo. A diferencia, pues, de la jurisdicción nacional 
y de la jurisdicción universal, que son ejercidas por 
jueces y 
tribunales estatales, la nueva jurisdicción internacional 
en materia penal corresponde a una Corte mundial, que 
tiene carácter complementario frente a las instituciones 
judiciales nacionales, que actúa en nombre y 
representación de la humanidad entera, y que no se 
ocupa de la responsabilidad estatal (como sucede hoy 
con la Corte Internacional de Justicia de La Haya, la 
Corte Europea de Derechos Humanos y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos) sino de la 
responsabilidad individual o personal, al mismo tiempo 
plena y universal. En tal virtud, puede decirse que la 
instauración de la justicia penal internacional viene a 
fortalecer de manera decisiva el derecho internacional 
de los derechos humanos, al igual que el derecho 
internacional humanitario, por cuanto se propone exigir 
responsabilidades y sancionar a las personas y no a las 
instituciones. De la articulación entre los dos sistemas, 
el de los organismos intergubernamentales de 
protección de los derechos humanos y el de los 
tribunales penales internacionales, surge por vez 
primera a escala planetaria la posibilidad de hacer 
justicia, en el sentido más radical de la expresión, a las 
víctimas de las violaciones graves o sistemáticas de las 
libertades fundamentales mediante las tres operaciones 
esenciales de toda justicia judicial o conmutativa digna 
de ese nombre: el establecimiento de la verdad de los 
hechos, la determinación de la responsabilidad del 
Estado o del individuo con la imposición de las 
sanciones correspondientes, y la reparación de los 
daños en favor de las víctimas y de sus familias. 
GENOCIDIO  
La competencia ratione materiae de la Corte Penal 
Internacional incluye, en primer lugar, el crimen de los 
crímenes: el genocidio. El vocablo mismo, acuñado por 
el jurista polaco Raphael Lemkin en el capítulo noveno 
de su libro Axis rule in occupied Europe [El dominio del 
Eje en la Europa ocupada], publicado en Washington 
en 1944 mientras su autor se desempeñaba como 
profesor de derecho internacional en la Universidad de 
Yale, traduce la agonía de la conciencia ante el horror 
que pretende describir y proscribir pues combina una 
raíz griega (genus, pueblo) y un verbo latino (caedere, 
cortar, matar). Lemkin había propuesto ya, en la 
Quinta Conferencia Internacional para la Unificación 
del Derecho Penal que se celebró en Madrid en 1934, 
la creación de los delitos internacionales de "barbarie" 
y "vandalismo". Pero la revelación del exterminio a 
escala industrial de los pueblos judío y gitano exigía 
una categoría inédita, que diera cuenta de la radical 
novedad y de la absoluta atrocidad del crimen 
monstruoso perpetrado por el régimen nazi en los 
campos de la muerte del oriente de Europa durante los 
años centrales de la Segunda Guerra Mundial. A partir 
del neologismo de Lemkin y en el marco del derecho de 
Nuremberg, la Asamblea General de las Naciones 
Unidas aprobó el 9 de diciembre de 1948 la Resolución 
260 A (III) por medio de la cual se adoptó la 
Convención para la prevención y el castigo del delito de 
genocidio. El artículo 2 de este instrumento ha sido 
reproducido en forma textual en el artículo 6 del 
Estatuto de Roma de manera tal que la conducta típica 
que bajo el nombre de genocidio perseguirá y 
sancionará la Corte Penal Internacional cuando entre 
en funcionamiento no es otra que la destrucción o la 
tentativa de destrucción intencional, en todo o en parte, 
de un grupo nacional, étnico, racial o religioso. Es bien 
sabido que los grupos políticos estaban incluidos en el 
proyecto original de la Convención y fueron excluidos a 
iniciativa de los países socialistas con el argumento de 
que no eran fácilmente identificabas y su consagración 
podía provocar intromisiones en los asuntos internos de 
los Estados7. En realidad, se temía que la sangrienta 
represión de la oposición interna que en aquel 
entonces tenía lugar en los regímenes del bloque 
soviético y en muchos estados de África, América 
Latina y Asia fuese tenida, con razón, como genocidio 
político. De igual manera, el genocidio contra culturas o 
por motivos culturales, también llamado "etnocidio", fue 
eliminado de la versión final de la Convención de 1948 
por cuanto su sola inclusión hubiera implicado la 
condena del colonialismo supérstite. Cassese agrega 
que las dos grandes fallas de la Convención son la 
ineficacia de los mecanismos de garantía y la exigencia 
del ánimo doloso para la tipificación del delito8. Esto 
último significa que para que se configure el genocidio, 
tanto en la Convención de 1948 cuanto en el Estatuto 
de 1998, tiene que probarse la intención de destruir el 
grupo "como tal", aunque no haya más que una 
víctima9. Los expertos coinciden en que, además del 
caso paradigmático del Holocausto, corresponden a 
esta categoría criminal los episodios o procesos de 
exterminio de los armenios por los turcos entre 1915 y 
1923, de los chinos por los japoneses y de los kurdos 
por los turcos en 1937-1938, de los hutus por los tutsis 
en Burundi en 1972, de los camboyanos por el régimen 
de Pol Pot entre 1975 y 1979, de los kurdos por los 
iraquíes en 1988, de los bosnios y musulmanes por los 
7 M. Cherif Bassiouni, Derecho penal internacional, Madrid, 
Editorial Tecnos,1984, pág. 127. 
8 A, Cassese, Los derechos humanos..., págs. 134-135. 
9 M. C. Bassiouni, Derecho penal..., pág. 128. 
serbios y croatas en Yugoslavia entre 1991 y 1995, y de 
los tutsis por los hutus en Ruanda en 1994. Los 
tribunales penales internacionales para la antigua 
Yugoslavia y para Ruanda han pronunciado 
recientemente sendas condenas por genocidio contra 
varios dirigentes responsables de las masacres 
perpetradas en ambos países. En el ámbito 
latinoamericano, por fin, pueden citarse dos 
precedentes de muy diverso signo: la curiosa decisión 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
en el caso 1802, de 27 de mayo de 1977, en la cual se 
acepta a regañadientes la excusa oficial del gobierno 
del Paraguay de que no tiene "una política de genocidio 
de los indígenas Acné" pero se encuentran "gravísimas 
violaciones" del derecho a la vida y otras garantías 
fundamentales consagradas en la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre de 1948 
por parte de dicho gobierno y se recomienda tomar 
"enérgicas medidas" para proteger los derechos de los 
Aché y sancionar a los responsables de los 
desafueros10; y la trascendental conclusión del Informe 
Guatemala: Memoria del silencio, publicado en junio de 
1999 por la Comisión para el Esclarecimiento Histórico, 
sobre el carácter de genocidio de muchos de los 
crímenes cometidos por la fuerza pública contra 
comunidades indígenas mayas en el período 1980-
1983, durante el conflicto armado interno que afectó a 
ese país centroamericano a lo largo de la segunda 
mitad del siglo XX11.  
        Con todo, el aspecto más interesante del 
genocidio desde el punto de vista normativo es que se 
trata de un tipo penal que no protege, como a veces se 
cree, el bien jurídico de la vida. En palabras de la gran 
pensadora alemana Hannah Arendt, cuyas reflexiones 
sobre estas materias no han sido superadas todavía, el 
genocidio constituye el crimen de los crímenes porque 
pretende destruir la característica clave de la condición 
humana, que es la diversidad: "No es el Hombre sino 
los hombres quienes habitan este planeta: la pluralidad 
es la ley de la Tierra"12. Más aún, según Arendt el 
incumplimiento del principio de legalidad del delito y de 
la pena por parte del Tribunal de Nuremberg no sólo 
estaba justificado sino que era hasta cierto punto 
imperativo debido a la novedad absoluta del genocidio 
nazi como tentativa de destrucción de la diversidad de 
la humanidad13. 
10 A. Cassese, Los derechos humanos..., Págs. 143. 
11 Comisión para el Esclarecimiento Histórico, Guatemala: 
memorias del silencio, Guatemala UNOPS, 1999, tomo III, Págs. 
314-423. 
12 Citado por Paolo D'Arcais, Hannah Arendt, Existencia y libertad, 
Madrid, Editorial Tecnos, 1996, pág. 42. 
13 Ibíd., pág. 406; y Celso Lafer, La reconstrucción de los derechos 
humanos: un diálogo con el pensamiento de Hannah Arendt, 
México, Fondo de Cultura Económica, 1994, págs. 206 y 208. 
Crímenes de lesa humanidad 
La segunda categoría de delitos que cae bajo la 
jurisdicción complementaria de la Corte Penal 
Internacional está recogida en el artículo 7 del Estatuto 
de Roma. Tal vez la primera vez que se empleó la 
expresión "crimen contra la humanidad" para aludir a 
una violación atroz de los derechos humanos fue a 
finales del siglo XIX en una denuncia internacional 
contra la devastación de la región africana del Congo 
por el ejército privado y los socios comerciales del 
entonces monarca de Bélgica. Se trata de un panfleto 
publicado en inglés en Holanda hacia 1890 e intitulado 
"Una carta abierta a Su Serena Majestad Leopoldo II, 
rey de los belgas y soberano del Estado independiente 
del Congo, por el Honorable Coronel George 
Washington Williams, de los Estados Unidos de 
América"14. El autor del opúsculo, un pastor protestante 
de origen africano, o afro-americano como sugiere la 
corrección política imperante, consiguió movilizar a la 
naciente opinión pública internacional en lo que fue 
quizá el primer debate mundial contra un Estado por 
violación sistemática de los derechos humanos, y 
desencadenar el proceso que dio al traste, al menos en 
parte, con el reino del horror que mantenía el rey de los 
belgas en la vasta cuenca del río Congo. Conviene 
recordar que la misma experiencia inspiró esa obra 
maestra de la narrativa contemporánea que es El 
corazón de las tinieblas (1902), de Joseph Conrad, que 
constituye el más alto testimonio literario escrito jamás 
sobre la barbarie del colonialismo. Posteriormente, se 
habla de crímenes contra la humanidad en el 
preámbulo del Convenio de La Haya de 1907, sobre 
leyes y costumbres de la guerra terrestre; en la 
declaración de 24 de mayo de 1915, en la cual Francia, 
Gran Bretaña y Rusia condenaron el genocidio de los 
armenios por el imperio   otomano; en el informe de la 
Comisión sobre la Responsabilidad de los Autores de 
la Guerra, creada por el Tratado de Versalles en 1919; 
y en el Acuerdo de Londres, de 8 de agosto de 1945, 
que tipifica por vez primera la figura delictiva en un 
instrumento de derecho internacional público.  
El artículo 7 del Estatuto de la futura Corte es, a juicio 
de Meron, el más importante de los tres porque 
constituye la primera formulación comprensiva de los 
delitos de lesa humanidad en un tratado multilateral y 
porque desvincula dicha categoría delictiva tanto de los 
conflictos armados internacionales y no internacionales 
como de la 
14 Adam Hochschild, King Leopold's ghost, New York, Houghton 
Mifflin, 1998, pág. 112. 
discriminación15. Ello significa, en otras palabras, como 
lo ha ratificado el Tribunal Penal Internacional para la 
antigua Yugoslavia en la sentencia de apelación del 
caso Tadic, de 14 de noviembre de 1995, que no se 
requiere probar la relación de los delitos en cuestión 
con situaciones de conflicto armado, ni la presencia de 
ánimo discriminatorio. Los crímenes contra la 
humanidad pueden ser, además,   perpetrados por el 
Estado o por fuerzas irregulares con algún tipo de 
control territorial. Los delitos contra la humanidad 
incluidos en la competencia ratione materiae del 
tribunal son once, a saber: asesinato, exterminio, 
esclavitud, deportación o traslado forzoso de población, 
privación arbitraria de la libertad, tortura, violencia 
sexual, persecución, desaparición forzada, apartheid 
[discriminación racial institucionalizada] y actos 
inhumanos. A la enumeración clásica del artículo 6 (c) 
del Acuerdo de Londres, el Estatuto de Roma añade 
seis nuevas modalidades de crimen contra la 
humanidad: traslado forzoso de población, privación 
arbitraria de la libertad, tortura, violencia sexual, 
desaparición forzada y apartheid. En cualquier caso, 
como delitos de derecho consuetudinario y ahora 
convencional, que afectan a la población civil no 
combatiente, están sujetos también a jurisdicción 
universal, de conformidad con el artículo 3 del Estatuto 
del Tribunal Penal Internacional para Ruanda. 
Se ha dicho que el genocidio constituye tan sólo 
una especie o una modalidad agravada del género de 
los crímenes de lesa humanidad16. Más allá de la 
discusión taxonómica, sin embargo, importa destacar 
que se trata de las dos categorías delictivas a las que 
presumiblemente dedicará sus mayores esfuerzos la 
Corte Penal Internacional, pues la categoría restante, 
la de los crímenes de guerra, suscita grandes reservas 
en algunos países como Estados Unidos, que se niega 
a aceptar siquiera la posibilidad teórica de que 
miembros de sus Fuerzas Armadas comparezcan ante 
un tribunal penal internacional. Peor aún, el propio 
Estatuto de Roma en su artículo 124 otorga a los 
Estados partes la facultad de separarse durante siete 
años de la competencia de la Corte en materia de 
crímenes de guerra cuando éstos sean denunciados 
por sus nacionales o en su territorio. Esta 
desafortunada disposición, que debilita enormemente 
la jurisdicción de la Corte pues la experiencia histórica 
enseña que las peores violaciones de los derechos 
humanos se presentan casi siempre en los conflictos 
armados, fue una 
concesión graciosa frente a las presiones abiertas de 
la delegación francesa y encubiertas de la 
norteamericana durante la Conferencia de Roma y a 
la postre no cumplió ningún propósito porque la 
superpotencia se negó a suscribir el instrumento e 
intenta desde entonces socavar su legitimidad y 
cuestionar su conveniencia. 
Crímenes de guerra 
Los crímenes de guerra son tan antiguos como la 
guerra, que fue una de las primeras actividades 
sociales de la especie humana y será sin duda la 
última. Y aún si no se acepta que la guerra es un 
crimen, como pretende el pacifismo radical, hay que 
admitir que las peores manifestaciones de la barbarie 
casi siempre tienen lugar como consecuencia o so 
pretexto de los conflictos armados. Más aún, el 
concepto mismo de responsabilidad individual por la 
comisión de delitos contra el derecho internacional 
apareció en el contexto de las leyes y costumbres de 
la guerra, y los únicos tribunales internacionales 
convocados hasta ahora para juzgar crímenes 
internacionales, con la excepción parcial de la futura 
Corte permanente, se han dedicado de manera 
exclusiva a investigar y sancionar atrocidades 
perpetradas en desarrollo o con ocasión de 
hostilidades militares de algún tipo17. De ahí que el 
artículo 8 del Estatuto de Roma tenga un linaje mucho 
más ¡lustre, en términos de antigüedad, que los otros 
dos dispositivos glosados hasta ahora. Uno de los 
padres de la nueva institución, el profesor. Bassiou 
recuerda que el primer proceso penal de que se tiene 
noticia por la iniciación de una guerra injusta tuvo 
lugar en Nápoles, en 1268, contra Conradin von 
Hohenstafen; y el primer juicio internacional 
documentado por crímenes de guerra fue el incoado 
por un tribunal de veintiocho jueces del Sacro Imperio 
Romano-Germánico contra Peter von Hagenbach en 
Breisach, Austria, en 1474, por atrocidades cometidas 
contra la población civil en su intento de someterla al 
dominio de Carlos de Borgoña18. 
Definidos en principio como las violaciones de las 
leyes y costumbres de la guerra o, según otra 
formulación, como las infracciones graves al derecho 
internacional humanitario, los crímenes de guerra de 
competencia de la Corte aparecen codificados en el 
artículo 8 del Estatuto de Roma en cuatro 
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grupos: infracciones graves de los Convenios de 
Ginebra de 1949 (ocho delitos); otras violaciones de las 
leyes y costumbres de la guerra internacional (veintiséis 
delitos); violaciones del artículo 3 común de los 
Convenios de Ginebra de 1949 (cuatro delitos); y 
violaciones de las leyes y costumbres de la guerra no 
internacional (doce delitos). Como salta a la vista, la 
tipificación es muy ambiciosa, casi exhaustiva, pues 
incluye cincuenta conductas típicas que cubren buena 
parte de las manifestaciones de barbarie y ferocidad 
que suelen presentarse en los enfrenamientos bélicos, y 
en algunos temas, como el de las atrocidades sexuales, 
va más lejos que los Convenios de Ginebra de 1949 y 
sus Protocolos Adicionales de 1977. Pero hay algunas 
omisiones: en los conflictos internacionales, no se 
contemplan como crímenes de guerra los retrasos 
injustificados en la repatriación de prisioneros de guerra 
y de civiles, ni los ataques indiscriminados contra la 
población civil y los bienes civiles; en los conflictos no 
internacionales, no se incluye la prohibición de producir 
hambre a la población civil, ni la destrucción de 
recursos naturales en forma generalizada y grave, con 
daños ambientales de largo plazo; y entre las armas 
proscritas no se mencionan las armas nucleares, las 
armas biológicas, las armas que causan ceguera y las 
minas antipersonales. 
De conformidad con la más avanzada 
jurisprudencia humanitaria, el artículo 8 in fine del 
Estatuto dispone que sus reglas sobre infracciones del 
jus in bello no limitan el derecho del Estado a mantener 
o restablecer el orden público interno y a defender la 
unidad e integridad del territorio por medios legítimos, y 
no se aplican a las situaciones de disturbios y 
tensiones interiores pero sí a los conflictos armados 
internos de carácter crónico e incluso a los 
enfrentamientos entre fuerzas irregulares19. Conviene 
añadir que los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, 
que forman parte del derecho aplicable por la Corte 
permanente según el artículo 21 del Estatuto, 
establecen en sus respectivos artículos 51, 
52,131 y 148 que amnistiar crímenes de guerra 
constituye un delito internacional20. Éstos y otros 
desarrollos normativos recientes, derivados de las 
decisiones de los tribunales penales ad hoc para la 
antigua Yugoslavia y para Ruanda e incluso de las 
negociaciones en curso entre Naciones Unidas y 
Camboya para el eventual juzgamiento de los líderes 
sobrevivientes de la dictadura de Pol Pot21, permiten 
concluir que la futura Corte contará con herramientas 
jurídicas suficientes para administrar pronta y cumplida 
justicia en materia de crímenes de guerra. 
Para ser algo más que un tigre de papel, la Corte 
Penal Internacional requiere por fuerza el respaldo 
político, la colaboración técnica y el apoyo económico 
de los estados miembros de las Naciones Unidas, 
amén de la participación activa de la ciudadanía 
universal. Pero su sola creación como institución 
jurídica, como criatura de tratado, constituye un avance 
de gran significación para la puesta en marcha de una 
jurisdicción penal internacional y para el desarrollo de 
una cultura de la democracia y de los derechos 
humanos en el ámbito global. Como ha dicho el 
maestro Luigi Ferrajoli en su libro Derechos y 
garantías: la ley del más débil, los derechos no caen 
del cielo y un sistema de garantías no se construye en 
diez o veinte años22. Los derechos surgen de las 
luchas políticas y sociales, y un sistema de garantías 
tarda generaciones en construirse y ponerse al servicio 
de la gente de sudor y de pena, que sufre y muere. La 
nueva Corte permanente es el resultado de más de 
cincuenta años de esfuerzos y trabajos de muchas 
personas y organizaciones comprometidas con el fin de 
la impunidad y con el castigo de los verdugos de sus 
pueblos, y entraña la promesa de la justicia, la justicia 
judicial, la única que los hombres tienen derecho a 
impartir, para los humillados y ofendidos que no han 
encontrado la protección de la ley bajo su bandera y la 
buscan ahora a la sombra de la humanidad, nuestra 
auténtica ciudadanía. 
 
 19 T. Meron, Warcrimes law..., pág. 
309. 
20  Hernán Montealegre, La seguridad del Estado y los derechos 
humanos, Santiago, Academia de Humanismo Cristiano, 1979, 
pág. 349. 
    21  Brian D. Tittemore, "Khmer Rouge crimes: The elusive search 
for justice", en Human Rights Brief, Vol. 7, No. 1, Washington, D. 
C, American University, Fall 1999, Págs. 3-5 y 23. 
    22 L Ferrajoli, Derechos y garantías: La ley del más débil, Madrid,   
Editorial Trotta, 1999, pág. 157. 
